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ASUNTO
Decide de fondo la Colegiatura, la acción de tutela que promueve el señor LUIS HERNÁN BEDOYA RESTREPO, quien actúa por intermedio de apoderado judicial, contra LA REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL Y LA DIRECCIÓN SECCIONAL DE FISCALÍAS DE PERERIA por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales.
ANTECEDENTES
Cuenta el libelista que su mandante y la señora María Sislene Londoño de Bedoya (q.e.p.d.) y quien en vida se identificara con la cédula de ciudadanía No. 31.401.337 de Cartago-Valle, contrajeron nupcias el 11 de julio de 1975 y estuvieron casados hasta el 31 de enero de 2016, fecha en la cual ella falleció en la ciudad de Pereira como producto de un aparatoso accidente que sufriera en la ciudad de Cartago; dadas las circunstancias del deceso, la entidad encargada de expedir la orden para la expedición del registro civil de defunción de la occisa y la cancelación de su cédula de ciudadanía, es la Fiscalía General de la Nación, sin embargo a la fecha ni esa entidad, ni la Registraduría Nacional del Estado Civil-Sede Pereira, han realizado tal cosa, pese a que han transcurrido más de tres meses de la muerte de la señora Londoño.
Afirma el libelista que el no registro de la defunción ni la cancelación del documento de identidad su difunta esposa, ha generado varios inconvenientes al señor Bedoya, ya que no ha podido realizar ningún tipo de gestión administrativa o judicial con ocasión del accidente que del que ella fue víctima, como lo son la pensión, sucesión, pólizas de seguro, entre otros.  
LO QUE SE SOLICITA
Con base en la anterior información el abogado del señor Luis Hernán solicita que se tutelen sus derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia, ordenando a las accionadas dar de baja en el sistema la cédula de ciudadanía No. 31.401.337 de Cartago-Valle y expedir el registro civil de defunción de la señora María Sislene Londoño de Bedoya.    
TRÁMITE PROCESAL
La acción fue entregada en este Despacho el 28 de abril de 2016, y su conocimiento se avocó al día siguiente, ordenándose notificar y correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a las entidades accionadas para que se pronunciaran, si a bien lo tenían, sobre los hechos materia de tutela. Posteriormente, y atendiendo la respuesta dada por la Fiscalía 17 Seccional de Cartago, entidad a la cual la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda le corrió traslado de la tutela, se procedió a vincular al presente asunto a la Registraduría Municipal del Estado Civil de Cartago-Valle y a la Coordinadora del Grupo de Novedades de la Registraduría Nacional del Estado Civil-Bogotá. 
RESPUESTA DE LAS ACCIONADAS

Fiscalía 17 Seccional de Cartago, quien fuera vinculada al presente asunto, informa que lo mencionado por la parte accionante está relacionado con la investigación de la comisión de un delito de homicidio culposo que tuvo ocurrencia el 31 de enero de 2016 al interior de la residencia en donde vivía la señora María Sislene, quien falleció ese día a las 8:13 horas en la Clínica Los Rosales de la ciudad de Pereira, razón por la cual el MEPER de la ciudad de Pereira fue la unidad que desplego los actos urgentes, elaborando el informe ejecutivo y la inspección al cadáver, encontrando escrito de entrega al esposo el 1º de febrero de 2016, suscrito por la Fiscalía séptima local de Pereira, siendo remitido a esa unidad investigativa el 9 de marzo de 2016. 

Por otra parte, hace saber que son las Unidades de Reacción Inmediata quienes deben elaborar los oficios para las autoridades pertinentes para procurar la cancelación o dada de baja de las cédulas de ciudadanía de los fallecidos, así como obtener el registro de defunción. Sin embargo, ello no se observa en el presente asunto; así como tampoco existe petición de la parte accionante solicitándole hacer tal cosa.

De acuerdo a lo narrado, comunica que en aras de darle una solución al accionante, procedió  a oficiar a la Registraduría Municipal de Cartago-Valle y a la Coordinadora del Grupo de Novedades de la Registraduría Nacional del Estado Civil, a fin de que sea registrada y expedido el registro civil de defunción de la señora Londoño y dada de baja su cédula de ciudadanía. 
Registraduría Especial del Estado Civil de Cartago, da respuesta a la tutela informando que esa oficina, para esa fecha, 6 de mayo de 2016, no había recibido solicitud alguna por parte de la Fiscalía General de la Nación para asentar la defunción de la señora María Sislene Londoño de Bedoya. 
Registraduría Nacional del Estado Civil, después de explicar sus competencias y señalar que en casos como el puesto en conocimiento del juez de tutela, la expedición del registro civil de defunción y cancelación del documento de identidad de una persona cuyo fallecimiento se dio de manera violenta, debe ser solicitada por una autoridad judicial, situación que no se ha presentado todavía respecto de la señora María Sislene Londoño de Bedoya, cuyo documento de identidad aún se encuentra activo y sin que se tenga registrada su defunción. 

Adicionalmente, hace saber que mediante oficio remitido el 5 de los corrientes mes y año, al representante judicial del accionante, se le comunicó el trámite que se debe adelantar para la obtención tanto del registro civil de defunción y la cancelación de la cédula de ciudadanía de la persona fallecida.
PROBLEMA JURÍDICO 
La temática de desarrollo jurídico gira en torno a establecer de acuerdo a lo narrado por el libelista, si existe dentro del presente asunto una vulneración a los derechos fundamentales invocados por el señor Luis Hernán, por el no registro oportuno de la muerte de su esposa y la cancelación de su cédula de ciudadanía. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1 del Decreto 1382 de 2000.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.

Es pertinente recordar, como lo consigna la línea jurisprudencial, que la acción constitucional objeto de estudio tiene un propósito claro, definido, estricto y específico, que le es propio como lo determina el artículo 86 de la Carta Política, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
.

“La acción de tutela ha sido concebida únicamente para dar solución eficiente a situaciones de hecho creadas por actos u omisiones que implican la trasgresión o la amenaza de un derecho fundamental, respecto de las cuales el sistema jurídico no tiene previsto otro mecanismo susceptible de ser invocado ante los jueces a objeto de lograr la protección del derecho; es decir, tiene cabida dentro del ordenamiento constitucional para dar respuesta eficiente y oportuna a circunstancias en que, por carencia de previsiones normativas específicas, el afectado queda sujeto, de no ser por la tutela, a una clara indefensión frente a los actos u omisiones de quien lesiona su derecho fundamental. De allí que, como lo señala el artículo 86 de la Constitución, tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. 

“Así entonces, la tutela no es un medio alternativo, ni menos adicional o complementario para alcanzar el fin propuesto. Tampoco puede afirmarse que sea el último recurso al alcance del actor, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas la plena protección de sus derechos esenciales
.

“Es criterio reiterado de esta Corporación, que en materia de amparo judicial de los derechos fundamentales, la acción de tutela es el último mecanismo judicial para la defensa de esos derechos, al que puede acudir el afectado por su violación o amenaza sólo después de ejercer infructuosamente todos los medios de defensa judicial ordinarios, o ante la inexistencia de los mismos”
.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce. 

Concretamente lo indicado por el libelista, esta dirigido a que por este mecanismo excepcional y expedito se le ordene a la Registraduría Nacional del Estado Civil proceder a la expedición del registro civil de defunción de la señora María Sislene Londoño de Bedoya, quien falleciera el 31 de enero del año que transcurre; adicionalmente que se disponga la cancelación de su documento de identidad. 
De acuerdo a lo anterior sería del caso entrar a analizar a fondo la situación del actor, si no fuera porque en el presente asunto avizora la Sala la presencia de una causal que impide realizar tal estudio, puesto que está directamente relacionada con los requisitos generales de procedencia de la tutela, esto el requisito de subsidiariedad.
Sobre la subsidiariedad: 

Es importante recordar que el artículo 86 constitucional indica que la acción de tutela solo procederá cuando “el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.”. En consonancia con ello el artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 indica que son causales de improcedencia de la acción de tutela, las siguientes:
“ARTICULO 6o. CAUSALES DE IMPROCEDENCIA DE LA TUTELA. La acción de tutela no procederá:

1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentra el solicitante.

2. Cuando para proteger el derecho se pueda invocar el recurso de habeas corpus.

3. Cuando se pretenda proteger derechos colectivos, tales como la paz y los demás mencionados en el artículo 88 de la Constitución Política. Lo anterior no obsta, para que el titular solicite la tutela de sus derechos amenazados o violados en situaciones que comprometan intereses o derechos colectivos siempre que se trate de impedir un perjuicio irremediable.

4. Cuando sea evidente que la violación del derecho originó un daño consumado, salvo cuando continúe la acción u omisión violatoria del derecho.

5. Cuando se trate de actos de carácter general, impersonal y abstracto.”

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que al accionante le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario y residual de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de unos derechos fundamentales, dado que existen casos en donde esos asuntos pueden y deben ser ventilados ante la justicia ordinaria en donde por especialidades pueden resolver con más precisión el conflicto propuesto, primordialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo para determinar si le asiste o no razón a la parte demandante; por tanto a la tutela se debe acudir como último recurso o como el primero pero de manera transitoria y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente a un perjuicio irremediable.
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional:
“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales.  Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales.  Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”
 

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

Deberes probatorios y carga de la prueba en sede de tutela:

El Decreto 2591 de 1991, nada indica específicamente en cuanto a la formalidad probatoria en la acción de tutela, sin embargo en varios de sus apartes sí indica la necesidad de que se aporten para llevar al Juez al convencimiento de la realidad procesal, por ello es que tanto el accionante como el accionado están en el deber de allegar al proceso todo aquello que consideren pertinente y conducente para demostrar sus dichos, es por ello que el mencionado decreto establece que si la autoridad o persona contra quien se dirige la tutela no presenta las pruebas que se le solicitan, ni controvierte las allegadas por la contraparte, el Juez tendrá por cierto lo dicho por el actor y como únicas pruebas las aportadas por este, y con base en ellas emitirá su decisión. 
En cuanto al tema dijo la Corte Constitucional:

“2.2 La carga de la prueba en materia de tutela. Reiteración de jurisprudencia. 
 
El artículo 3º del Decreto 2591 de 1991 establece como uno de los principios rectores de la acción de tutela “(…) la prevalencia del derecho sustancial (…)”. Por este motivo, una de las características de esta acción es su informalidad. 
 
Así, en materia probatoria, es posible demostrar los hechos aludidos por ambas partes mediante cualquier medio que logre convencer a la autoridad judicial, ya que no existe tarifa legal. Esta informalidad probatoria llega hasta el punto de que la autoridad judicial, al momento de analizar los medios probatorios aportados al proceso, pueda - cuando llegue al convencimiento de la verdad procesal - dejar de practicar algunas de las pruebas solicitadas, tal como se dispone en el artículo 22 del Decreto 2591 de 1991. 
 
De esta forma, la libertad probatoria en sede de tutela es amplia, pero esto no significa que no exista una carga mínima de la prueba en cabeza de quien alega la vulneración de algún derecho fundamental, ya que las reglas probatorias generales aplican también para la acción de tutela. Es decir, si bien es cierto que basta al juez tener la convicción de la vulneración del derecho constitucional fundamental para ampararlo, también lo es que debe acreditarse en el expediente la transgresión, para que dicha protección constitucional se pueda obtener. Para ello el juez dispone, además, de amplios poderes oficiosos, los cuales a su turno también se encuentran limitados por la idoneidad en su utilización. Así, en principio, quien alude un hecho tiene el deber de aportar los medios para convencer a la autoridad judicial de que en efecto ha sucedido o de aportar los elementos necesarios que sugieran razonablemente al juez la utilización idónea de sus poderes oficiosos en la prueba.” 
 (Negrillas de la Sala)
En conclusión, aunque en materia de tutela la carga de la prueba no sea tan rigurosa como en otras materias, ello no implica que el Juez pueda entrar a tutelar derechos sin que la afectación se demuestre mínimamente.
Del caso concreto: 

Visto lo que antecede, y compaginándolo con la información aportada por la parte accionante, se tiene que si bien es cierto no ofrece ningún tipo de discusión el acaecimiento del fallecimiento de quien en vida fue la esposa del accionante y que hasta la fecha no se ha registrado tal suceso, si se ponen en duda las actuaciones desplegadas por la parte accionante para obtener tal cosa.

En ese orden, se tiene que de acuerdo a lo dicho por la Fiscalía 17 Seccional de Cartago y por lo existente dentro del libelo, es claro que la parte accionante a pesar de la situación en ningún momento acudió ante esa entidad para solicitar la gestión tanto del registro civil de defunción como de la cancelación de la cédula, que hoy se piden por medio de la acción de tutela. 

De acuerdo a lo anterior, se observa que dentro del presente caso el abogado que representa al señor Luis Hernán está tratando de evadir el procedimiento normal y ordinario para este tipo de asuntos, esto es, pretende usar la tutela como un mecanismo principal cuando hasta la fecha, ni siquiera ha acudido a la unidad de Fiscalía que tiene a su cargo la investigación de la muerte de la señora Londoño, para que sea el funcionario encargado de ese Despacho quien realizace el trámite correspondiente ante la Registraduría Nacional del Estado Civil tanto para el registro de la defunción como de la cancelación de la cédula de ciudadanía. 
Aunado a lo anterior, en el plenario también brilla por su ausencia prueba alguna que muestre en qué consiste la supuesta vulneración a los derechos del accionante, pues si bien se hace mención a que no ha podido hacer algunos trámites, no hay nada que muestre cuáles son esos trámites que no ha podido realizar, tampoco cuál es el perjuicio irremediable que se le está causando y que haga necesaria la intervención del juez de tutela para entrar a impartir órdenes en favor del actor y detrimento de las formalidades legales para ese tipo de asuntos. 
En conclusión, se habrá de negar por improcedente el amparo solicitado por el representante judicial del señor Luis Hernán Bedoya Restrepo.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,
RESUELVE

PRIMERO: PRIMERO: NEGAR por improcedente el amparo a los derechos fundamentales invocados por el representante judicial del señor LUIS HERNÁN BEDOYA RESTREPO, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.
SEGUNDO: SE ORDENA NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, y en caso de no ser objeto de recurso REMITIR la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
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